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ESPECIALIZADA EN
TI6ACION gE DELITOS FEDERALES
OFICIAT.IADE PARTES

CARPETA DE INVESTIGACIÓN:

LIC. ANToNro nol,rÍ¡Jcup z z Ay ¡¡-ET A.
AcENTE DEL MINTSTERIo púnltco DE LA
ppnnnectót¡, TITULAR DE LA AGENCIA oÉcrlra
PRIMERA IN\IESTIGADORA, DE LA UNIDAD
ESPECIAIIZADA EN INVESTIGACIÓN op DELITOS
coMETIDos poR SERvIDoRES púnlrcos y
coNTRA LA ADMINISTRACIóI'¡ DE JUSTICIA, DE LA
¡'rsc¿r-,Ía cENERAL oB La nBpúsr-rca.

ANDREA RO\TRA DEL RIO, defensora del señor RAI'AEL ZAGA

TAWIL en la carpeta de investigación que se indica al rubro, comparezco

respetuosamente ante Usted, para exponer:

Hace exactamente setenta y un üas, mediante comparecencia de trece

cle febrero rle dos mil veinte, esa Representación Social puso a la vista del señor

RAFAEL ZAGA TAWIL y de esta defensa los registros que integran la carpeta de

investigación seña-Iada al rubro. Las copias de dichos documentos fueron

proporcionadas días después a la suscrita, tras lo cual esta defensa se dio a la tarea

de estuüar el asunto, incluyendo Ia supuesta ilicitud de los hechos denunciados.

Fue así como a partir del veintiséis de febrero de dos mil veinte, eI

licenciado EDUARDO AMERENA MINVIELLE y Ia suscrita presentamos una serie

de promociones en las que solicitamos se determinara la carpeta de investigación a

su cargo con una propuesta de no ejercióio de Ia acción penal al quedar demostrada:

i) la i-nexistencia de dos elementos que integran la descripción típica del delito

investigado; ii) al actualizarse una causa de extinción de Ia acción penal con motivo

de la supresión del tipo; así como iii) Ia inconstitucion alidad del tipo penal aI intentar

remitir el elemento normátivo "ücito" a conductas establecidas en lineamientos

generales y no en una norma general formal y mater{almente legislativa.

Es importante insistir que Ios puntos serlalados constituyen causas de

exclusión del delito, Ias cuales debEn estuüarse de oficio, atendiendo a Io dispuesto

o
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por el articulo 17 del Código Penal Federalt Esto es asi ya que desde el rrunto de

vista de la dogmática juridico penal. las causas de exclusión del delito

constituyen el aspecto negativo del delito. de forma que cuando acontezca

alguna de las hipótesis por virtud de las cuales la ley excluva una conducta

humana considerada como tir¡ica. antijuridica y culpable. no es nosible

contiBuar con la actividad de investiEación. Asi fue establecido en el

con rubro y texto siguiente:

Época: Dócima Época
Registro: 2015188
Instancia: Tribunales Colcgiados clc Crrcurto
Tipo tle Tesis: Aislada
Fuentc: Gaceta clel Scmanario Judicial clc la Fcdcración
Libro 46, Septiembre <le 2077, Tomo ITi
Materia(s): Común, Pcnal
Tesis: XV.3o, 10 P (10a.)
Página: 18l0

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. PROCEDE SU
ESTUDIO DE FONDO CUANDO EN ELLOS SE E>(PRESA
QUE LAS PRUEBAS DESAHOGADAS EN LAAUDIENCIA
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO
EN QUE SE DISCUTE EL AUTO DE VINCULACIÓN A
PROCESO, DEMUESTRAN UNA CAUSA DE EXCLUSTÓN
DEL DELITO,
Tratándose de las hipótesis en las que la ley sustantiva
consiclere que se exclnye cl dclito, cs necesario que en cualquier
estatlo del procedimiento, de oficio o a petición de partc, cl
órgano del tr)stado respectivo (agente del Minisl,erio Público u
órganos iuristiiccionalcs), emita un ¡-rronunciamiento. En
efecto, desde el punto de vista de la doeanática iurídico
penal las causas de exclusión constituyen el aspecto
negativo del delito. de forma que cuando acontezca
alguna de las hipótesis por virtud de las cuales la ley
excluya una conducta humana considerada como típica.
antiiuridica v culpable. no es dable continuar con la
actividad de investigación o iurisdiccional. sesún sea el
caso. ya que aun de existir. de cualquier manera esa
conducta constituirá un acto iuridico irrelevante nara el
derecho penal. r¡orque ante la actualización de alguna de
esas hinótesis. no se iustifica ejercer el ius ¡¡uniendi. en
la medida en oue la facultad saneionadora del Estado
queda abolida por la disposición legal que llegue a
concretarse. dependiendo del caso concreto. De modo
que. de darse alÉuna causa de atinicidad, de iustificación
o de inculpabilidad. cesa el derecho del Estado para
proseguir con la investigación, va sea en la fase iudicial
o ministerial. pues la r¡rooia norma sustantiva establece
que ante el acaecimiento de alguna de éstas. el delito se

excluye. lo cual iustifica que en cualquier parte del
procedimiento debe analizarse v estudiarse cuando sea
invocada o se descubra de oficio. Por lo quo aun cttando ¡lara
el dictado dc un auto de vinculación a proceso, como requisil,os
de fondo, solamcntc se exige que de los antecedentes de Ia
investigación expuestos por el Ministerio Público, sc arlviertan

r "Articulo 17.- Las causas de exclusión del delito se investigarán v resolverán de oficio o it

petición cle parte, en crralqrrier estado del procedimiento."
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datos clc prueba que establezcan que se ha cometido un hecho
que la ley señala como delito y que exista la probabilidad de que
cl imputado lo cometió o participó en su comisión, la norma
sustantiva obliga a verificar que no se actualice una causa de
extinción de la acción pcnal o cxcluycntc del dclito, ya quc
cuando se aclvierta una hipótesis por virt;ud dc Ia cual se excluya,
el .Juez debe declararla de oficio en cualquier fase del
procetlimiento penal, lo que lógicamente incluye la aucliencia
inicial dondc sc discuta Ia vinculación a proceso. Por
consiguiente, en el amparo indirecto no deben declararse
inatendibles los conceptos clc violación cn los que sc cxprcsc quc
las prucbas dcsahogadas en esa aucliencia clel procedrmiento
penal acusatorio demuesLran r.rna causa de exclusión del delil,o,
sino ¡roceder a su examon dc fondo." (Énfasis Anadidol

TEITCEIT']'ITIBUNAL COLEGIADO DDL DÉCIMO QUINTO
CIRCUITO.

Amparo en revistón ll»212017.6 de julio de 2017. Unanimiclad de
votos. Ponente: Gerartlo Manuel Villar Castillo. Secrel.ario: .Iuan
Manuel García Arreguín.

Esta l,esis se publicó el viernes 29 de septiembre.dc 2017 a las
10:38 horas cn cl Semanario Jurlicial cle l¿r Fetleración.

De acuerdo con Ia transcripción anterior así como del texto del artículo

l7 del Cóügo Penal Federal, de darse alguna causa de atipicidad, de justificación o

de inculpabüdad, cesa el derecho del Estado para proseguir con la
investigación. va sea en la fase iudicial o ministerial. pues la ¡¡ropia norma

sustantiva establece que ante el acaecimiento de alEuna de éstas. el delito

se excluye. Io cual justifica que en cualquier parte del procedimiento debe

analizarse y estudiarse cuando sea invocada o se descubra de oficio. En caso

d.e que se actualice una de estas hipótesis la activirlari investigadora ilel Mrnisterio

Público no será constitucional, sino que se reducirá a un acto de molestia hostigante

e intimidatorio.

Asimismo, cuando el legislador establece que una figura procesal debe

estudiarse de oficio, aquéI le otorga a Ia misma un carácter Dreferente. Esto

implica que ücha figura tiene que ser analizada por todas las autoridades que

intervienen en eI proceso preüo a que existan afectaciones a Ia esfera jurídica del o

los imputados. Al respecto aplica, pol identidad jurídica, la jurispruilencia emitida

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con rubro y texto

siguiente:

Registro: 1 92973
Instancla: Primera Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Iucnte: Semanario Judicial clc la Federación y sr.t Gaccta Tomo
X, Noviembre de 1999
Materia(s): Penal Tesis: la.lJ.62199 Página: 131(i
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"PRESCRIPCION, EL JUEZ DE AMPARO DEBE
ANALIZARLA CUANDO SE R,ECLAMA LA ORDEN DE
APREHENSION, POR SER FIGURA PROCESAL DE
ORDEN PIJBLICO, SU ESTUDIO ES PREFERENTE Y
OFICIOSO.
AI combatir cl libramicnto clc una orclcn clc aprchensión como
acto reclamado en el iuicio de garanl.ías, el queioso está
compareciendo ante los órganos de la autoridad pública en
relación con el mandamienl,o de capl,ura que se esl,á reclamando
y siendo Ia prescripción una ligura proccsal dc cstudio
prcfcrente y oficioso, el Juez de Distrito tiene la obligación
de analizar tanto la legalidad del acto reclamado como
los aspectos de competencia. reouisitos de
procedibilidad. causas de extinción de la acción penal.
etc.. obligación que en tratándose del iuicio de sarantias
en materia penal. es más amplia. dado que el articulo 76
bis. fracción II. de la Ley de Amparo previene la surrlencia
de la queja aun la total. en beneficio del reo. es decir. ante
la ausencia de conceptos de violación. r¡or lo que si la
violación aleqada en agravio del queioso. consiste en no
haber cumnlido la autoridad responsable con la
obligación de declarar de oficio y aun sin haberse hecho
valer. la extinción de la acción penal por prescripción. ya
oue antes de emitir un mandamiento de captura el Juez
responsable. debe nercatarse si la acción penal se
encuentra o no prescrita. en virtud de que. de darse el
primer supuesto. si se libra la orden de anrehensión. el
acto deviene inconstitucional v conforme lo dispone el
artículo 78 de la Ley de Amparo. el acto debe analizarse
tal v como aparezi:a probado ante la responsable. esto es. -..a no allegarse clc más pruebas que le permit,an conocer los
hechos, que de aquellas que lormen parte de Ia averiguación
previa. Por otra parte, cn rclación al amparo clirecto, la propia
Icy de la materia, en su arl,iculo 1ti3, exige quc el tril:unal supla
la deliciencia de Ia qucja cuanclo e.stantlo prescrit,a la acción
pcnal, el quejoso no la alegue; al existir la misma razón jurídica
en el amparo indirecto, no hay obstÉrculo ¡tara realizar stt
cstudro, sobre todo si Io alega el quejoso y las constanct ás en qlre
se apoya el acto rcclamatlo son qrtas y suficient,es para rlicho
examen." (Énfasis Añatlido)

Cóntradicción de l;esis (i1/98. Dntre las susbentadas por el Primer
'lribunal Colcgiado en Materia Penal clel Segunclo Circuito y el
Segundo 'I'ribunal Colegiado del Sexto Circuito. 19 de mayo de

1999. Cinco votos. Ponent,e: Jtran N. Silva Mcza. Secretario:
Germán Marl,inez I-Icrnánclez.

Tesis de jurisprudencia 62/99. Aprol-rada por Ia Primcra Sala de

est,a Snprcma Corte tle Justicia de la Nación, en sesión tle veinte
de octubre de mil novecicntos noventa y nlleve, por rtnanimidail
rle cinco votos de los seirores Ministros: ¡tresiclcntc lilumberto
Ilomán Palacios, Juvenl.ino V. Castro y Castro, José de,Iesús
Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero rle
García Villegas.

El criterio resulta igualmente aplicable ya que tan;!la_tr3ggS:lp-glórl._--

como las causas de excLrs4ndg]=d§Iito-tieqen un carácter preferente y oficioso que

obliga a las autoridades a pronunciarse respecto de ellas previo a violentar Ia esfera

juríclica rle los gobernados. Aunado a ello, el Ministeúo PúbLico tiene Ia misma

obligación que los jueces de distrito de pronunciarse respecto de estas ñguras en

(
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virtud de su carácter como representante de Ia sociedad y como institución de buena

fe

Ahora, tal como se argumentó en la primera de las promociones

referidasz,'en eI asunto que le ocupa investigar no se actualiza la existencia del

suieto activo calificado, ni la calificativa de los recursos como públicosr

ambos elementos exigidos nor el tipo oenal previsto en los articulos 217,

fracción I v el primero de ellos. en el establecido en él artículo 220. ambos

W
Lo anterior es así ya que en términos de la legislación aplicable, los

eiecutivos del Instituto del Fondo Nacional ¡rara la Vivienda de los

Trabajadores ("el INFONAVIT") no tienen el carácter de servidores

núblicos. ni las aportaciones obtenidas. administradas y ejercidas por dicha

Institución tienen el carácter de recursos públicos.

Vale Ia pena señalar que en eI acuerdo tle dos de rrru"ro Uu dos mil veinte

así como en eI que fue remitido a esta defensa eI veinticuatro de marzo de dos mil

veinte Usted señaló que aI encontrarnos en la etapa de investigación inicial, esa

Fiscalía General de la República no se encontraba obligada a darle una clasificación

jur{dica preJiminar a Ios hechos denunciados; situación que supuestamente había sido

reafirmada por la Juez de Control al resolver Ia impugnación 78/2018 cua¡do

estableció q.," 
"ru 

rr"c"s . Sin embargo,

de una simple Iectura de Ia transcripción realizada por Usted en el primer acuerdo se

advierte que la juzgadora también asumió que los ejecutivos del INFONAWI tienen

el carácter de servidores públicos, tal como puede verse a continuación:

"[...] estimo en principio que de acuerrlo a los antecedentes que

han narraclo y en los acl,os cle invcstigación practicados, no existc
la cert,eza dc quc cl hecho o los hechos matcrra clc la clenuncia no
constituven nroDiamonlc rrn rlclito, es tlet:ir, el hecho de que
determinados servidores del r¡ropio instituto hayan
autorizatlo la cclcl¡ración tle Ios conl,rat;os cn mcnción inclusive
el propio Consejo de Administración cn sr¡ momento, autoriza la
aplicación tle estos contratos, no eviclencia que la cclcbración de

ellos se apeglle ¿l los estatutos manuales o directriccs,
establecidos para cl funcionamiento dcl propio instituto [ ..]"
(Énfasis Añadido)

Respecto de este punto, hav que recordat que los jueces de control

únicamente conocen de los asuntos al momento y en la medida en que éstos les son

narrados y explicados por Ias partes. La Juez de control que conoció de la auüencia

2 La cual fue presentada el veintiocho dc lcbrcro de dos mil veintc.
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de veintinueve de enero de dos mil üecinueve no tuvo el tiempo ni 1os medios (como

sí lo hemos tenido esa Fiscalía y esta defensa) de estudiar la naturaleza juríüca del

INFONAVIT y de sus ejecutivos. Entonces, a pesar de haber sido una resolución

emitida de buena fe, ésta se üctó dando por hecho ciertos supuestos juúücos

equivocados.

Por otro Iado, dentro de las promociones presentadas por esta defensa¡

quedó establecido que eI delito de uso ilicito de atribuciones y facultades previsto en

el artículo 217, ftacción II del Código Penal Federal que supuestamente se le atribuye

a mi defenrlido quedó suprimido por falta de técnica legislativa una vez que entró en

ügor la reforma publicada en eI Diario Oficiai de la Federación el üeciocho de julio

de dos mil dieciséis. Lo anterior, ya que el delito accesorio preüsto en la

fracción II se volvió incompatible con el elemento normativo previsto en el

delito principal establecido en la fracción I. Esto es así porque Ia configuración

de los tipos exige que necesadamente exista un acuerdo previo; situación que no

puede darse si al servidor púbIico se Ie castiga por conductas que exigen un estándar

de prueba mucho más alto que para eI particular.

En relación con eI tercer punto, debe recordarse que la pretensión de los

denunciantes por acreütar eI elemento normativo "ilicito" requerido por los tipos

penales previstos en los artículos 217, fracción I y 220 de1 Código Penal Federal

meüante un reenvío a disposiciones internas de carácter administrativo es

inconstitucional¿. Esto es así ya que, en términos de la jurisprudencia de Ia Primera

SaIa de la Suprema Corte de Justicia de Ia Naciónu las "normas l¡enales en blanco"

deben remitir a otras que tengan el carácter de leyes en sentido forrnal y

material. Dues cuando sólo reenvían a otras normas que no tienen ese

carácter -como los lineamientos-. ello eouivale a delegar a un poder distinto

al leg:islativo la potestad de intervenir decisivamente en la determinación

del á,rnbito rrenal. cuando es facultad exclusiva e indelegable del Congreso

de la Unión legislar en materia de delitos y faltas federales.

Estas tres situaciones no variarán con ningún documento.

entrevista o dato de pmeba adicional oue Usted pueda recabar. por más

exhaustivo que pretenda ser,

3 Est;ecílica m en tc la prcsentada cl tlos de marzo dc dos mil veinte
a Esto fuc dcsarrollado en el escrito prcscntado el vcintiséis dc lcbrero de dos mil veintc,
5 Vóase la jurisprudencia con rttbro: 'NORMAS PENALES EN BI-ANCO. SON
INCONSTITUdIONALES CUANDO REMITEN A OTRAS QUE NO TIENEN EL CARÁCTER
DE LEYES EN SENTIDO FORMAL Y MATERIAL."
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Finalmente, es preciso señalar que tanto de Ia denuncia, como de los

demás registros de investigación que obran en Ia carpeta a su cargo.ha quedado

establecido que el INFONAMT no se duele del pago que le realizó a TELRA REAITY,

S.A.P.I. de C.V. en eI año dos mil diecisiete. En ese sentido, entre eI INFONAMT y

TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V. no existe acción, ni pretensión económica

penüente derivada de Ia relación juúüca que en su momento existió, sino por el

contrario. dos voluntades unánimes en el sentido de que eI pago que se Ie

realizó a TELRA REALTY. S.A.P.I. de C.V. fue leeal v definitivoo.

Tan es así que, al üa de hoy, el iNFONAVIT no ha recibido los recursos

exhibidos por los señores MAX y ANDRÉ EL-\,tr{NN ARAZI y éstos tuvieron que

solicitar un criterio de oportunidad ante esa Autoridad Ministerial para justificar Ia

entrega de los mismos.

En consecuencia y en virtud de que aI üa de hoy han transcurrido

cincuenta v ocho dias sin que esa Autoridad Ministerial haya acorilado Ia atipicidad

de Ias conductas, Ia supresión del tipo penal o la inconstitucionalidad del delito por

remitir a una norma que no es formalmente legrslativa, a pesar de que son

circunstancias que no pueden variar con nuevos actos de investigación y

que deben ser estudiadas de oficio, con fundamento en 1o dispuesto por el artículo

117, fracción MII del Código Nacional de Procedimientos Penales soli.cito de la

manera más atenta emita a la brevedad un acuerdo en dondé proponga el no ejercicio

de la acción penal por los hechos denunciados.

Por lo expuesto y fundailo,

A Usted AGENTE DEL

atentamente solicito:

MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN,

PRIMERO: Tenerme por presentada en términos

presente esbrito a través del cual realizo

manifestaciones previstas en eI cuerpo del mismo.

deI

1as

6 Así se dcsprcnde del contrato (le transacci¿)n tle vcinl.idós dc agosto de tlos mil diccisicle.
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SEGUNDO: Emita un acuerdo en el que determine la

presente indagatoria con una propuesta de no ejercicio de

Ia acción penal.

ATENTAMENTE

Ciudad de México, a veinticuatro de abril de dos mil veinte.

Ricardo Rovira 

Ricardo Rovira 


